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Resumen: Este comentario analiza la Ley Orgánica de Misiones, la cual sin 
establecer mayores regulaciones sustantivas sobre dichas políticas públicas, si 
estableció un enorme marco burocrático, adicional a los diversos órganos y entes 
que las conforman, para la conducción de las mismas. 
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Abstract: This comment is referred to the Organic Law on Misianes, a statute that 
without establishing major substantive provisions on such public policies, has 
provided for a huge bureaucratic organization to conduct them, in addition to the 
organs and entities that conform them. 
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Con fecha 13 de noviembre de 2014, mediante decreto ley N° 6154, se dictó la Ley 
Orgánica de Misiones, Grandes Misiones y Micro Misiones,1 con el objeto regular los 
“mecanismos a través de los cuales el Estado Venezolano, conjunta y articuladamente con el 
Poder Popular bajo sus diversas formas de expresión y organización, promueven el desarrollo 
social integral; así como la protección social de los ciudadanos” mediante el establecimiento 
de las mencionadas misiones “orientadas a asegurar el ejercicio universal de los derechos 
sociales consagrados en la Constitución”(Art. 1), destacándose entre los fines de la Ley el 
establecer los criterios para la creación, desarrollo, supresión o fusión de las Misiones, el 
“Sistema Nacional de Misiones, Grandes Misiones y Micro-misiones como la estructura 
orgánica del Estado y del Poder Popular”, y “garantizar las condiciones para el financiamiento 
de las Misiones, Grandes Misiones y Micro-misiones (art. 6). 

Las disposiciones de la Ley se declararon como “de orden público” siendo sus normas 
aplicables “en todo el territorio de la República a la Administración Pública Nacional, Estadal 
y Municipal, a las organizaciones del Poder Popular, así como a todas las personas naturales o 
jurídicas de derecho público o privado que tengan responsabilidades, obligaciones, derechos y 
deberes vinculados al ejercicio de los derechos sociales de las personas y del pueblo (art. 5); y 
además, la ley declaró como “de interés general” y con el “carácter de servicio público” todas 

                                                             
1  Véase en Gaceta Oficial N° 6.154 Extraordinario del 19 de noviembre de 2014 



las actividades vinculadas a la prestación de bienes y servicios a la población objeto de las 
Misiones (art. 7). 

I.  LA MISIÓN COMO POLÍTICA PÚBLICA 

Siguiendo la orientación que se adoptó en la Ley Orgánica de la Administración Pública, 
la ley Orgánica de Misiones las reguló, exclusivamente, una “política pública destinada a 
materializar de forma masiva, acelerada y progresiva las condiciones para el efectivo ejercicio 
y disfrute universal de uno o más derechos sociales de personas o grupos de personas, que 
conjuga la agilización de los procesos estatales con la participación directa del pueblo en su 
gestión, en favor de la erradicación de la pobreza y la conquista popular de los derechos sociales 
consagrados en la Constitución,” (art. 4.1) que por tanto, se ejecuta por los órganos y entes que 
se determine en el acto de su creación (art. 36).  

A tal efecto, el artículo 8 de la Ley enumera entre los derechos sociales a ser desarrollados 
y atendidos por las Misiones, además de los consagrados en la ley y en los tratados y acuerdos 
suscritos y ratificados por la República, los derechos a la alimentación, a la protección de la 
familia, a la identidad, a la vivienda y al hábitat, a la salud, a la seguridad social, al trabajo, a 
la educación, a la cultura, al deporte y la recreación, a los servicios básicos, a la seguridad 
personal, y de los pueblos y comunidades indígenas.  

Además de los cometidos por los que fueren creadas, las Misiones, conforme al artículo 13 
de la ley, deben atender al desarrollo de proyectos socio-productivos que contribuyan al 
fortalecimiento de la soberanía del país, a la satisfacción de las necesidades de la población y “a 
la construcción de la Venezuela potencia”. A los efectos de la ejecución de la Ley, como actor en 
la política pública denominada Misión, la Ley identifica al “Misionero” que son tanto “los 
ciudadanos que desde su accionar diario contribuyen al desarrollo de los planes y acciones en 
favor del cumplimiento de los objetivos de cada misión desde el ámbito institucional, así como a 
los grupos y personas sujetos de atención específicos de las Misiones, Grandes Misiones y Micro-
misiones, quienes se organizan en los territorios para empoderarse de sus derechos y contribuir a 
la transformación de la sociedad a través del poder popular”(Art. 4.4). Los artículos 9 y 10 de la 
Ley enumeran los derechos y deberes de dichos misioneros. 

II.  PRESTACIONES DE BIENES Y SERVICIOS A CARGO DE LAS MISIONES 

Conforme se indica en el artículo 11 de la Ley, corresponde a las Misiones las siguientes 
prestaciones de bienes y servicios: 1. Programas de atención a grupos y personas en situación 
de vulnerabilidad. 2. Atención en los diversos niveles del Sistema Público Nacional de Salud. 
3. Establecimientos de servicios sociales, entre los que se incluyen centros educativos, de salud, 
deportivos, de alimentación, culturales, recreativos y de protección especial. 4. Transferencias 
dinerarias condicionadas. 5. Pensiones no contributivas. 6. Subsidios. 7. Ayudas técnicas para 
personas con discapacidad. 8. Suministro de medicamentos. 9. Desarrollo de equipamiento 
urbano. 10. Jornadas de atención de los servicios sociales. 11. Desarrollo de actividades 
educativas, culturales, deportivas y recreativas. 12. Suministro de bienes esenciales para el 
disfrute de los derechos a la educación, la salud, el deporte, la cultura, entre otros. 13. Suministro 
de servicios básicos, entre los que se incluye el agua, la electricidad, el gas, la telefonía, el internet, 
aseo urbano, vialidad, transporte público y saneamiento ambiental. 14. Financiamiento de 
proyectos socio-productivos. 15. Financiamiento y subsidio de la vivienda. 

En ese marco de prestaciones, uno de los objetivos del Sistema Nacional de Misiones es 
“erradicar la pobreza” (art. 15.2); para cuyo efecto se dispone que a los efectos del desarrollo 
de sus actividades prestacionales en estas áreas de actividad, los órganos y entes que participen 
en la ejecución de las Misiones se deben regir para la definición, identificación y medición de 
la pobreza, por los lineamientos y criterios que establezca el Consejo Nacional de Política 



Social y el Instituto Nacional de Estadística, sin menoscabo del uso de otros datos que se 
estimen convenientes. 

III.  LA ADMINISTRACIÓN DE LAS MISIONES O EL APARATAJE BUROCRÁTICO 
DE LAS MISIONES 

Aparte de las previsiones generales de la Ley, lo que la misma ha hecho es organizar un 
aparataje burocrático, que podría denominarse la “Administración de la Misiones” que dirigido 
por un “Alto Mando del Sistema” integrado por el Presidente de la República, Vicepresidentes 
y Ministros, se integra en un Sistema Nacional de Misiones compuesto por órganos de 
Dirección del mismo en los niveles político-territoriales; una Coordinación General del 
Sistema; un Consejo Nacional de Política Social; un Servicio Nacional de Información Social; 
el Fondo Nacional de Misiones (art. 43), las organizaciones de las diversas Misiones, Grandes 
Misiones y Micro-misiones, y un Consejo Nacional de Misioneros (art. 16). 

Además, en los niveles estadales, el Sistema debe contar con “Coordinaciones Estadales” 
(art. 24) como sus instancias de dirección a nivel estadal; y con “Coordinaciones Municipales, 
como instancias de dirección del Sistema a nivel municipal (art. 26), las cuales deben crear 
instancias de articulación comunal denominadas Mesas de Misiones de la Comuna, (art. 28), y 
donde un haya Comuna, se denominarán “comités de trabajo del Consejo Comunal” (art. 29).  

En el Sistema, además, se establecen las “Bases de Misiones” “como espacios para la 
prestación de servicios de las Misiones y de otros servicios públicos, destinados a la atención 
y protección integral de las comunidades y familias” (art. 32), desde donde las Misiones 
desarrollarán los siguientes ámbitos de atención: 1. Promoción y fortalecimiento de las 
organizaciones del Poder Popular. 2- Atención Primaria en Salud, incluyendo visitas 
domiciliarias y seguimiento nutricional. 3. Desarrollo de los programas de abastecimiento y 
comercialización de alimentos. 4. Promoción de la inserción y de la permanencia escolar de 
todos los niños, niñas y adolescentes. 5. prestación de servicios de identificación, registro civil 
y trámites de servicios públicos. 6. Promoción de actividades y emprendimientos productivos. 
Y 7. Desarrollo de programación cultural, deportiva y recreativa (art. 35). 

IV.  PRINCIPIOS PARA LA CREACIÓN DE MISIONES 

La Ley Orgánica, por otra parte ha establecido una serie de principios para la creación de 
las Misiones por parte del Presidente de la República en Consejo de Ministros, “bajo la rectoría 
de las políticas aprobadas conforme a la planificación centralizada,” para lo cual debe “estar 
precedida por un estudio diagnóstico y un análisis prospectivo de la situación y problema que se 
busca atender o resolver elaborado por el Consejo Nacional de Política Social.” 

Tratándose de una política pública, las Misiones deben atribuirse en el Decreto de su 
creación, a un determinado órgano o ente de la Administración ‘Pública, en los términos dela 
ley Orgánica de la Administración Pública, al cual se atribuye la responsabilidad de la 
ejecución de la misma, las formas de financiamiento, funciones y la conformación del nivel 
directivo encargado de dirigir la ejecución de las actividades encomendadas (art. 36). En caso 
de supresión de las Misiones, el Decreto respectivo, en caso que se hayan creado órganos o 
entes para la ejecución de las mismas debe disponer el cumplimiento de las formalidades 
legales para su supresión y liquidación (art. 37).  

El Presidente igualmente puede resolver la fusión de las mismas estableciendo las reglas 
básicas para su funcionamiento (art. 38), y podrá, igualmente modificar el objeto de las mismas 
estableciendo las nuevas reglas para su funcionamiento (art. 39). 



V.  LA ORGANIZACIÓN POPULAR EN EL MARCO DE LAS MISIONES 

La Ley Orgánica, por otra parte, ha regulado los principios de organización popular en el 
marco de las Misiones, estableciendo las siguientes instancias de participación y organización 
comunitaria: 1. El Consejo de Planificación Comunal. 2. El Consejo de Contraloría Comunal. 
3. El Consejo Nacional de Misioneros y Misioneras. 4. El Comité de trabajo de la Comuna y 
del Consejo Comunal. Y 5. El Área de trabajo (art. 45). 

Entre estos órganos, se destaca el Consejo Nacional de Misioneros, creado como una 
instancia de encuentro, evaluación y de formulación de propuestas de los voceros de las 
Misiones, en el cual además deben participar las autoridades de los órganos y entes 
responsables de la ejecución de las Misiones (art. 46); y tendrá como objetivo generar un 
espacio nacional para el debate, la evaluación y el fortalecimiento de las Misiones (art. 47). 
Dicho Consejo está conformado por el Presidente de la República, los voceros nacionales de 
cada una de las Misiones, que hayan sido electos por las organizaciones de base que congregan 
a los Misioneros, por los Jefes de las Misiones, y por los Ministros o Viceministros de los 
órganos que tienen rectoría sobre las Misiones (art. 48). 

VI.  EL FONDO NACIONAL DE MISIONES Y EL FINANCIAMIENTO DE LAS 
MISIONES 

El artículo 43 de la ley Orgánica “creó” el Fondo Nacional de Misiones “para la gestión, 
asignación y administración de recursos destinados a las mismas” pero sin establecer si se trata 
de un órgano o de un ente, dejando al Presidente de la República la determinación eventual 
mediante Reglamento de “la naturaleza jurídica del ente u órgano que administrara los recursos 
asignados a este fondo y su patrimonio,” lo cual excluye la posibilidad de que se trate de un 
ente de derecho público (instituto autónomo o público), que solo podría ser creado por Ley 
conforme a la Constitución y a la Ley Orgánica de la Administración Pública. 

Dicho Fondo, en todo caso, conforme al artículo 44 de la ley Orgánica de Misiones, tiene 
a su cargo administrar, centralizar y sistematizar la gestión y asignación de los recursos 
destinados a los subsidios, transferencias dinerarias condicionadas y financiamientos de 
proyectos socio-productivos de las Misiones.  

En cuanto al financiamiento de las Misiones la Ley Orgánica declaró los recursos 
destinados para su desarrollo como “prioritarios y de interés público,” estableciendo que los 
mismos “no podrán sufrir disminuciones en sus montos presupuestarios, excepto en los casos 
y términos que establezca la Ley de Presupuesto” (art. 50). Igualmente La Ley estableció el 
principio de progresividad de la inversión social, lo que implica que las asignaciones 
presupuestarias destinadas a la misma “no podrán ser inferiores, en términos reales, al del 
ejercicio económico financiero anterior, por lo cual tendrá carácter progresivo y sustentable, 
con base en la disponibilidad de recursos a partir de los ingresos previstos en la Ley de 
Presupuesto y en los fondos de inversión administrados por el Poder Ejecutivo” (art. 50).  

La distribución de los recursos previstos para las Misiones debe ser recomendada por el 
Consejo Nacional de Política Social al Alto Mando del Sistema Nacional de Misiones antes de 
su incorporación en la Ley de Presupuesto (art. 52); estableciendo la Ley, además, los 
siguientes criterios para la distribución de los recursos: Primero, la inversión social per cápita 
no debe ser menor en términos reales al asignado el año inmediato anterior; y segundo, la 
misma se debe destinar de forma prioritaria a las personas y comunidades en situación de 
pobreza y pobreza extrema; se debe basar en indicadores y lineamientos generales de eficacia 
y de cantidad y calidad en la prestación de los servicios sociales, establecidos por el Consejo 
Nacional de Política Social; y debe estar orientada a la promoción de un desarrolle regional 
equilibrado. 



 


